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Informalidad urbana 
en Corea del Sur
Pedro Abramo1 y Arantxa Rodriguez2

La informalidad urbana en Corea del Sur (en adelante, Corea) surgió en 
las décadas de 1950 y 1960 como resultado de los intensos procesos de 
desarrollo urbano impulsados por la rápida industrialización y los cambios 
económicos. Hasta los años 60, Corea era un país predominantemente 
rural con una economía basada en la agricultura de subsistencia y con una 
de las rentas per cápita más bajas de Asia. Con el final de la guerra de Co-
rea (1950-1953), el país inició un proceso de transformación estructural 
basado, primero, en la industrialización por sustitución de importaciones 
(ISI) y, tras el golpe militar de 1961, en una estrategia de industrialización 
basada en las exportaciones y dirigida por el Estado que situó al país en una 
senda de crecimiento sostenido. 

Durante el periodo de 1962-1979, el Producto Nacional Bruto (PNB) 
real de Corea creció a una tasa media anual del 9,3 %, lo que supuso una 
transformación radical de la estructura económica del país. En menos de 
dos décadas, la contribución de la agricultura al PNB se redujo del 40 % 
en 1961 al 18 % en 1980, mientras que la parte de la industria manufac-
turera aumentó en el mismo periodo del 18 % al 30 % del PNB (Kim, 
1991). Una tasa media anual de exportaciones del 34 % también reflejó 
la transformación gradual de Corea en una potente economía orientada 
a la exportación, guiada con determinación por las políticas y planes de 
industrialización del Estado (Frank et al., 1975; Kim, 1991). Al final de 
ese periodo, Corea se había transformado en una economía industrializada 
y uno de los cuatro tigres asiáticos. 

1 Profesor de la Universidad Federal de Rio de Janeiro, Brasil.
2 Profesora de la Universidad del Pais Vasco, España. 
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Por otra parte, el crecimiento económico se tradujo también en un cre-
cimiento espectacular de la renta real per cápita que se multiplicó por 18, 
pasando de 87 dólares en 1962 a 1.481 dólares en 1980 y, aunque las ten-
dencias de la distribución de la renta durante este periodo no mejoraron 
(el coeficiente de Gini general pasó de 0,28 a 0,38), en comparación con la 
mayoría de los países latinoamericanos, se considera que los resultados de 
Corea son mucho mejores (Kim, 1991, pp. 10-11). 

El rápido crecimiento económico desde la década de 1960 vino acom-
pañado de una urbanización acelerada, ya que la proporción de la pobla-
ción residente en zonas urbanas pasó del 28 % de la población en 1960 al 
57 % en 1980, resultado, sobre todo, de la migración neta de las áreas ru-
rales a las ciudades. De hecho, sumado a la enorme afluencia de emigrantes 
tras el final de la Guerra de Corea, la industrialización se convirtió en un 
poderoso imán que atrajo a la población rural hacia las ciudades, donde 
se concentraban de forma abrumadora los nuevos puestos de trabajo en el 
sector manufacturero (Mobrand, 2008). Como resultado, la tasa de urba-
nización se disparó del 27,7 % en 1960 al 40,7 % en 1970 y al 56,7 % en 
1980, una tendencia que continuaría en las décadas siguientes formando la 
base de la transición urbana de Corea (ONU-Hábitat, 2011). 

Seúl fue el centro de esta transición urbana, recibiendo la mayor parte: 
más de la mitad de toda la migración neta del campo a la ciudad (Mo-
brand, 2008, p. 5). La población de la capital pasó de menos de 2,5 mi-
llones en 1960 a 5,43 millones en 1970, alcanzando los 8,36 millones en 
1980 (10,61 millones en 1990). En el conjunto del área metropolitana de 
Seúl (la ciudad de Seúl, la ciudad de Incheon y la provincia de Gyeonggi), 
la población se multiplicó por 4,8 solo en la década de 1960. Para el año 
1980, cerca de la mitad de la población total de Corea vivía en el Área 
Metropolitana de Seúl. 

La rápida urbanización y la continua afluencia de población a Seúl pro-
vocaron una aguda escasez de viviendas y un aumento de los precios del 
suelo y la vivienda. A final de la década de 1960, el ratio de escasez de vi-
vienda se estimaba en aproximadamente el 50 % y las viviendas asequibles 
para los inmigrantes que llegaban eran muy escasas, especialmente para 
los grupos de ingresos más bajos (Bae, 2014, p. 3). El ratio de oferta de 
vivienda (la relación entre el número de viviendas y el número de hogares) 
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refleja esa situación de escasez con bastante claridad, pues en 1980 la oferta 
era de 7 hogares cada 10 familias. Desde la década de 1990, ese ratio ha au-
mentado significativamente debido a un parque de viviendas en expansión 
que superaba el número de hogares por un amplio margen. Sin embargo, 
a principios de la década de 2000, ya había tantas viviendas como hogares 
en el país, y el ratio de oferta de viviendas superaba el 100 %.

En efecto, la grave escasez de vivienda fue el problema más acuciante 
de Corea desde mediados de la década de los años 50, pero se agudizó 
especialmente en la década de los 70 como consecuencia del aumento de 
la demanda provocados por los rápidos procesos de industrialización y ur-
banización del país. La causa fundamental de la escasez de vivienda en 
Corea después de la guerra estaba en los bajos ingresos medios y la rápida 
urbanización, agravada por las circunstancias históricas de la ocupación 
japonesa y la guerra de Corea. Durante la Guerra de Corea, casi 600.000 
casas fueron destruidas y otras 320.000 quedaron inhabilitadas para ser 
habitadas. Así, muchas familias que se trasladaron a las ciudades a partir de 
los años 50 sólo pudieron encontrar alojamiento en asentamientos ilegales. 
A pesar de las iniciativas estatales para promover la construcción de vivien-
das, sobre todo en los años posteriores a la Guerra de Corea, el sector esta-
ba infra-financiado, en gran medida como consecuencia de las prioridades 
del gobierno para maximizar los recursos financieros disponibles para el 
desarrollo industrial, restringiendo de este modo el acceso al crédito para 
la vivienda (La Grange y Jung, 2004). De hecho, la falta de inversión en la 
construcción de nuevas viviendas fue un factor clave en la escasez crónica 
de viviendas en la década de 1960 y hasta mediados de la década de 1980 
(Kim y Suh, 1991, citado en Kim y Park, 2016). 

Para una gran parte de la población, la escasez de vivienda adquirió una 
dimensión mucho más dramática. Durante las décadas de 1950 y 1960, 
el crecimiento de las zonas de ocupación ilegal y los barrios marginales se 
produjo como consecuencia de la escasez crónica de viviendas en Corea. 
Originalmente, los asentamientos ilegales habían comenzado en Corea al 
final del periodo de control colonial japonés en 1945, cuando un gran 
número de repatriados de Japón, pero también de Manchuria y otros paí-
ses vecinos, se reasentaron en el país. Pero, de acuerdo con Ha (2001), 
los asentamientos urbanos masivos y espontáneos de ocupantes ilegales 
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despegaron tras el final de la Guerra de Corea en 1953, cuando más de 
un millón de refugiados desplazados regresaron a las ciudades en ruinas, 
en particular a Seúl. Ante la falta de oportunidades de vivienda asequible, 
muchos de ellos ocuparon terrenos baldíos en espacios abiertos, como zo-
nas de reserva militar, zonas de parques en las laderas y espacios públicos 
abiertos cerca de las vías férreas, y construyeron chozas temporales hechas 
con tablas de madera llamadas panjajib (una casa temporal con estructura 
de madera) y panjachon (un asentamiento formado por varios panjajibs). 
En Seúl, los asentamientos ilegales surgieron en las laderas de las colinas y 
en las zonas bajas de las montañas (daldongnes y sandongnes) y a lo largo de 
los arroyos de la ciudad, especialmente del río Chenonggae. 

En las dos décadas siguientes, los años 60 y 70, a medida que la indus-
trialización cobraba impulso, la migración de los pobres del campo a las 
ciudades supuso una afluencia adicional de población a las zonas urbanas 
que intensificó la ya acuciante escasez de suelo y vivienda asequibles en 
las ciudades, especialmente en Seúl. A medida que la tasa de escasez de 
vivienda seguía aumentando en la década de 1960, los precios del suelo y 
de la vivienda se dispararon, haciendo que el suelo y la vivienda asequibles 
fueran inalcanzables para los inmigrantes y los grupos de bajos ingresos. En 
consecuencia, las ocupaciones ilegales de terrenos públicos y privados se 
convirtieron en el único medio disponible de acceso a la vivienda para una 
población en expansión de pobres urbanos, lo que dio lugar a que, según 
las estimaciones, entre el 20 % y el 30 % de la población viviera en panja-
chon (“aldeas de tablones”, denominadas así por el material de desecho y las 
tablas de madera que se utilizaban mayoritariamente en su construcción) 
en las décadas de 1960 y 1970 (Ha, 2004; Kim, 2014). 

En 1966, había, según los registros oficiales, unas 136.650 viviendas 
sin título o ilegales, que representaban más de un tercio del total de las vi-
viendas en el municipio de Seúl (Gobierno Metropolitano de Seúl; SMG, 
1973, p. 185 citado en Shin y Kim, 2016). En general, los barrios mar-
ginales de Corea se establecieron en las colinas y a lo largo de los cursos 
de agua cerca de las zonas centrales de las ciudades, o en las afueras de las 
mismas. Los situados en las zonas centrales, sobre todo a lo largo de los 
ríos, fueron construidos por los emigrantes de las zonas rurales durante el 
proceso de industrialización o por los pobres que ya residían en las ciuda-
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des, mientras que los situados en las afueras de las ciudades surgieron como 
resultado del reasentamiento, es decir, de los lugares de reubicación que el 
gobierno municipal proporcionó a los residentes de los barrios marginales 
desalojados de las zonas centrales de la ciudad. En Seúl, los barrios margi-
nales solían estar situados en los centros de trabajo del centro de la ciudad 
o cerca de ellos, sobre todo a lo largo del arroyo Cheonggae, que atraviesa 
el corazón de la ciudad, pero también en las colinas cercanas al centro. 

Hacer frente a la escasez de viviendas y a la inflación de los precios in-
mobiliarios se convirtió en una preocupación fundamental ante la rápida 
expansión de la demanda durante el periodo de industrialización. Por ello, 
se pusieron en marcha una serie de leyes y reglamentos relacionados con 
el suelo orientados a una mayor participación de los promotores priva-
dos. En 1962, el Estado coreano aprobó la Ley de Planificación Urbana 
que permitía la recalificación del suelo. Esta ley incluía, como parte de las 
medidas de planificación urbana, el “Proyecto de reajuste de terrenos”, un 
instrumento desarrollado para intercambiar, dividir o combinar terrenos 
con el fin de aumentar la eficiencia y mejorar las instalaciones públicas en 
la construcción de solares, cambiar la categoría de los lotes o la calidad del 
suelo, o instalar y cambiar una instalación pública. La Ley de Expropiación 
de Tierras, aprobada ese mismo año, facilitó la incorporación de terrenos 
en bruto para industrias e infraestructuras urbanas (KRIHS, 2013, p. 15, 
La Grange y Jung, 2004, p. 565). En 1966, se promulgó la Ley del Pro-
yecto de Reajuste de Tierras, que se amplió para incluir no sólo los servi-
cios públicos del lugar, sino también el mantenimiento o las instalaciones 
públicas, al tiempo que permitía a los propietarios de tierras dedicarse al 
desarrollo urbano. Ese mismo año también se aprobaron otros importantes 
instrumentos sobre el suelo: La Ley de Proyectos de Compartimentación y 
Reordenación de Tierras, que incorporaba el uso de métodos de replanteo, 
y la Ley de Tierras de Reajuste, que permitía a los propietarios dedicarse al 
desarrollo urbano. En 1967 se creó el Banco Comercial y de la Vivienda 
y, un año después, en 1968, la Corporación Nacional de la Vivienda de 
Corea (KNHC). Una década después, en 1978, se creó la Korea Land De-
velopment Corporation (KLDC) para coordinar el desarrollo masivo de 
terrenos para el sector público. Este instrumento clave fue acompañado, en 
1980, por la Promoción del Desarrollo del Suelo, lo que refleja la creciente 
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relevancia de la escasez de viviendas y la inflación de los precios inmobilia-
rios en la agenda política urbana coreana (Jung, 2014; Kim, 2014). 

Entre 1962-1971, Corea construyó 866.000 viviendas, el 12,5 % de 
ellas por el sector público (108.250 unidades); se estima que, en la década 
siguiente, entre 1972-1981, se construyeron otras 1.870.000 unidades, 
de las cuales el 39 % fueron contruídas por el sector público. Así, en dos 
décadas, 1962-1981, de un total de 2.736.000 viviendas, el sector público 
había aportado 837.550 (30,6 %) (Park, 2013, pp. 20, 26). Sin embargo, 
estos proyectos de vivienda pública estaban destinados a la venta y no al 
alquiler, dejando de lado a las personas de menores ingresos que no po-
dían acceder al crédito (La Grange y Jung, 2004, pp. 563). De hecho, la 
primera política de vivienda propiamente dicha, en línea con los cánones 
internacionales, no se puso en marcha, según Kim (2014, p. 98), hasta 
1989 cuando se creó un stock específico de viviendas públicas de alquiler 
permanente. Esta política se desarrolló a la par de los intensos procesos de 
transformación económica y social relacionados con la industrialización 
avanzada basada en productos con un elevado contenido de conocimien-
to, así como con las políticas de liberalización económica, pero también 
como respuesta a la creciente movilización y protesta social de finales de 
los años ochenta.

A lo largo de las siguientes décadas, las respuestas a la expansión de los 
asentamientos ilegales evolucionaron a medida que la ciudad y el gobierno 
tomaron medidas para abordar el problema de la vivienda en su conjunto, 
y de las barriadas3 en particular. En la siguiente sección, repasamos la evo-
lución de las políticas de renovación urbana y de intervención en barriadas 
aplicadas en Seúl. En términos generales, se pueden identificar dos fases 
distintas en relación con las políticas de barriadas y asentamientos irregu-
lares: la primera fase, de 1961 a 1979, y la segunda, de 1980 en adelante.

 

3 Se ha optado por utilizar el término “barriadas” para describir el conjunto de denominaciones 
que reciben en diferentes países los asentamientos irregulares o barrios marginales: barriadas, chabolas, 
villas miseria, ranchos, favelas, etc., y que en inglés se denominan slums. 
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FASE I: De la eliminación de los barrios marginales y 
el reasentamiento a los programas de reurbanización y 
renovación urbana (1961-1979)

Las respuestas políticas para hacer frente a la informalidad y frenar el cre-
cimiento de los barrios marginales en Seúl no comenzaron hasta principios 
de la década de 1960. Durante la década de 1950, los asentamientos ilegales 
se extendieron rápidamente y fueron tolerados por las autoridades locales y 
nacionales incapaces de ofrecer alternativas de vivienda a la gran cantidad 
de inmigrantes que llegaban a la ciudad. El desinterés y la omisión parecía 
ser la postura dominante ante un fenómeno verdaderamente arrollador. 

Con el tiempo, la tolerancia y la dejación ante las ocupaciones espon-
táneas de tierras durante la década de 1950 dieron paso a una implicación 
más activa por parte de los entes municipales y gubernamentales para con-
tener su crecimiento y consolidación. Tras el golpe militar del general Park 
en 1961, las barriadas y los ocupantes ilegales se convirtieron en el foco de 
atención de diversas medidas políticas. La preocupación por la salud públi-
ca, el orden social y la apariencia de la ciudad se esgrimió como argumento 
central para justificar las intervenciones urbanas y limitar el tamaño de las 
barriadas mediante políticas que incluían la demolición y la reubicación, 
así como planes de vivienda pública (Mobrand, 2008). Durante dos déca-
das, la capacidad coercitiva del régimen autoritario se dirigió a reprimir y 
eliminar por la fuerza los asentamientos precarios sin mucha capacidad de 
resistencia (Mobrand, 2008; Ha, 2001, 2004).

A lo largo de los períodos 1961-1979, se pueden identificar tres fases y 
medidas distintivas para el desalojo de las barriadas: (i) una primera etapa, 
de 1961 a 1967, dominada por el desalojo de las barriadas y el reasenta-
miento de los residentes desalojados en la periferia urbana; (ii) una segunda 
etapa, de 1967 a 1971, centrada en proyectos de reurbanización a gran 
escala de viviendas de bajo coste, principalmente en las zonas suburbanas 
(ciudades satélite) y en la periferia de Seúl (los denominados “apartamentos 
para ciudadanos”); y (iii) una tercera etapa, a partir de 1971 y hasta 1979, 
de programas de rehabilitación de autoayuda y de mejora in situ, a medida 
que las políticas se volvían más receptivas a las condiciones de las barriadas.
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Eliminación de los barrios marginales y reasentamiento 
a pequeña escala en las ciudades (1961-1967). 
El Programa de Reasentamientos

En la primera etapa, desde principios de la década de 1960 hasta 1967, 
las medidas de mejoramiento a pequeña escala eran habituales, pero el 
planteamiento general del gobierno respecto a los asentamientos ilegales 
consistía en demolerlos, empezando por los que se encontraban cerca o 
en los alrededores de las principales arterias y en las zonas centrales de la 
ciudad, reubicando a los residentes en la periferia urbana. El procedimien-
to habitual consistía en derribar los asentamientos y enviar a las familias 
desalojadas a lugares de la periferia de la ciudad mientras se aplicaban otras 
medidas de vigilancia, destinadas a evitar el establecimiento de nuevos 
asentamientos irregulares (Shin y Kim, 2016, p. 545). Sin embargo, este 
enfoque no tardó en demostrarse infructuoso ya que las barriadas siguieron 
extendiéndose bajo la presión de la migración del campo a la ciudad y la 
escasez crónica –y creciente– de viviendas asequibles, sobre todo para los 
grupos de menores ingresos que llegaban a la ciudad.

En un intento de eliminar las barriadas de las ubicaciones centrales 
de las ciudades, el gobierno puso en marcha un programa de reasenta-
miento para los residentes de esas barriadas. El programa de reasenta-
miento comenzó en 1955 con dos iniciativas consecutivas: a) la creación 
de pequeñas zonas de reasentamiento en la periferia de las ciudades; y b) 
la creación de amplias zonas de reasentamiento en los suburbios. Estas 
iniciativas del programa de reasentamiento continuaron hasta principios 
de la década de 1970.

Áreas de reasentamiento periféricas a pequeña escala en las ciudades

Según Bae (2014), entre 1955 y 1972 se demolieron casi 62.000 viviendas 
de las barriadas en las zonas centrales de Seúl y se crearon nuevos asenta-
mientos pequeños en las afueras de la ciudad y en la periferia urbana para 
reubicar a los residentes desalojados. En las zonas de barriadas eliminadas, 
se construyeron nuevas infraestructuras para mejorar los flujos de trans-
porte hacia el centro de la ciudad. El gobierno municipal suministró par-
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celas de terreno público de unos 33-50 m² por hogar. Cuando las parcelas 
públicas dentro de la ciudad no estaban disponibles o se agotaban, el go-
bierno ofrecía a los residentes desalojados reubicarse en zonas suburbanas 
de reasentamiento en unidades muy pequeñas (30 m²) y se les pagaba en 
cuotas muy pequeñas (Yoon, 1996, citado en Bae, 2014). Sin embargo, un 
número considerable de residentes reubicados optó por subarrendar estas 
parcelas con servicios y se trasladó de nuevo a las barriadas existentes en las 
zonas céntricas de la ciudad o cerca de ellas –donde estaban sus empleos– u 
ocupó nuevas ubicaciones más céntricas.

A finales de la década de 1960, quedaron claras las limitaciones de la 
eliminación de las barriadas por lo que se introdujeron otras iniciativas. 
En particular, el regreso de residentes de las barriadas a la ciudad reflejó la 
ineficacia y las limitaciones de la estrategia de desalojo y reasentamiento de 
las barriadas para frenar su desarrollo. De hecho, el número de personas en 
los asentamientos informales de Seúl aumentó a medida que la población 
de las zonas rurales seguía llegando a la ciudad. Al mismo tiempo, como 
los terrenos públicos vacantes para el reasentamiento en la periferia de Seúl 
eran cada vez más escasos, el gobierno pasó de los reasentamientos a pe-
queña escala a la producción a gran escala de reasentamientos en lugares 
suburbanos más remotos. La mayor disponibilidad de recursos financieros 
públicos, derivada de la rápida industrialización y el crecimiento econó-
mico, contribuyó a orientar la atención hacia la construcción de nuevas 
viviendas a gran escala. Así, de 1967 a 1971, el enfoque dominante para 
la contención de las barriadas fue el desarrollo de proyectos de vivienda a 
gran escala y de bajos ingresos en la periferia suburbana.

Desarrollo de viviendas a gran escala en 
zonas suburbanas alejadas (1967-1971)

El reasentamiento de un gran número de residentes de barriadas desaloja-
dos se intentó mediante dos estrategias principales: a) la construcción de 
“apartamentos para ciudadanos” en la periferia urbana y b) la creación de 
extensas zonas de reasentamiento en los suburbios (“ciudades satélite”).
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Construcción de “apartamentos para ciudadanos”

En 1967, el gobierno introdujo un programa para proporcionar aparta-
mentos de bajo coste y de pequeño tamaño (llamados “apartamentos para 
ciudadanos”) en las zonas donde se demolían las barriadas o cerca de estas 
zonas y permitió a la gente vivir en los apartamentos. En el marco de 
este programa, casi 17.000 hogares fueron trasladados a 426 edificios de 
apartamentos de cinco pisos proporcionados en 32 distritos entre 1969 y 
1970. Aproximadamente la mitad de estas urbanizaciones, 17 distritos, 
estaban situadas a menos de cinco kilómetros del Ayuntamiento de Seúl 
y tenían buena accesibilidad (Kim, et al., 1998, p. 364). Sin embargo, 
estos resultados estaban bastante lejos del objetivo del programa previsto 
de construir 90.000 unidades en unos 2.000 edificios de apartamentos 
en 40 distritos para reubicar a los residentes de las barriadas desalojados. 
Los problemas en la asignación de los apartamentos tuvieron un papel 
importante en el limitado impacto. A las familias se les proporcionaron 
boletos de derecho a compra para las unidades y los pagos se hacían men-
sualmente, pero muchos de los residentes con derecho a esos apartamentos 
no pudieron mudarse porque la ciudad pedía una suma inicial mayor de 
la indicada previamente. Se calcula que una cuarta parte de las personas 
a las que se ofrecieron unidades no pudieron mudarse a esas unidades y 
acabaron vendiendo sus boletos de derecho a compra a otras personas. Los 
apartamentos de los que no podían permitirse mudarse se vendieron públi-
camente, con el resultado de que entre la mitad y las tres cuartas partes de 
los desalojados acabaron vendiendo sus derechos de apartamento a otros y 
se mudaron a lugares más baratos (Mobrand, 2008). Por otra parte, el pro-
grama de apartamentos para ciudadanos también se vio afectado por una 
mala gestión que implicaba el uso de prácticas de construcción baratas, 
de baja calidad. El derrumbe del edificio Wawoo Citizens’ Apartment en 
1971, donde murieron 33 personas, hizo que el gobierno detuviera el pro-
grama Citizens’ Apartments. Los planes para los 1.500 edificios restantes se 
eliminaron rápidamente y los recursos se reorientaron, tras la inspección, 
hacia la demolición o el refuerzo de los edificios existentes.
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Reasentamiento a gran escala en zonas suburbanas: 
el Complejo de Viviendas Gwangju

La disponibilidad de suelo público para la reurbanización y el reasenta-
miento pronto se convirtió en una importante limitación en la estrategia 
de reasentamiento del gobierno, lo que obligó a pasar de los reasentamien-
tos a pequeña escala en las afueras de la ciudad a una política de construc-
ción de zonas de reasentamiento a gran escala en ubicaciones suburbanas 
remotas. En 1968, el Ayuntamiento de Seúl adquirió terrenos en las afue-
ras de la ciudad para acomodar al gran número de residentes desaloja-
dos de las demoliciones de los barrios marginales, y a la espera de que 
los apartamentos para ciudadanos estuvieran disponibles. Se estableció un 
campamento temporal de residentes desplazados en Gwangju, una zona 
a 26 km de Seúl. Sin embargo, el repentino fin del Programa de Aparta-
mentos Ciudadanos y, finalmente, el número relativamente limitado de 
familias de ocupantes ilegales desalojados que podían permitirse mudarse a 
las unidades disponibles, crearon un gran grupo de habitantes de barriadas 
sin opciones de vivienda disponibles y sin un lugar al que ir. La solución 
fue transformar el campo de Gwangju en una nueva ciudad satélite para 
albergar a la población desplazada.

Gwangju se planeó para convertirse en una comunidad autosuficiente 
de 350.000 personas para el año 1973. El plan general incluía también el 
desarrollo de un complejo industrial con 100 fábricas y 45.000 puestos 
de trabajo, así como escuelas, centros de salud pública, servicios e infraes-
tructuras de transporte. Se calcula que entre 1969 y 1971 se trasladaron a 
Gwangju unas 115.000 personas, pero el proyecto de desarrollo original 
cambió drásticamente durante el proceso. En un contexto marcado por 
un intenso crecimiento económico y una escasez crónica de viviendas, 
y con los precios del suelo y la vivienda disparados, el Complejo de Vi-
viendas de Gwangju apareció como una solución muy atractiva para los 
residentes más acomodados de Seúl, transformándolo en una operación 
comercial rentable. La especulación del suelo dejó sin capacidad de com-
pra a los ocupantes ilegales reasentados en Gwangju donde se procedió a 
construir una ciudad nueva que en aquel momento suponía un 10 % del 
tamaño de Seúl.



Pedro Abramo y Arantxa Rodriguez

180

Además, las inversiones gubernamentales en infraestructuras se retrasaron 
y la localización de las actividades manufactureras y los puestos de trabajo 
no se produjo. A finales de 1971, la ciudad tenía una población de 200.000 
habitantes, pero su base industrial consistía en 1.500 adolescentes que tra-
bajaban en 4 fábricas. Para entonces, el 3% de la población de Seúl se había 
trasladado al complejo (Kim, 2010). Los elevados precios de la vivienda, la 
falta de puestos de trabajo disponibles in situ y la insuficiencia de servicios 
e infraestructuras hicieron que los ocupantes ilegales reasentados volvieran a 
Seúl: se calcula que el 80 % de los hogares reasentados optaron por vender 
sus viviendas a familias de clase media y alta de Seúl y volvieron a la ciudad 
(asentamientos irregulares) donde había puestos de trabajo disponibles (Bae, 
2014, p. 6). Al mismo tiempo, los intentos por parte del Ayuntamiento de 
Seúl de captar parte de las ganancias inmobiliarias de la especulación del 
suelo y de los boletos de derecho a compra de vivienda revendidos, se encon-
traron con la oposición frontal de los nuevos residentes más acomodados de 
Gwangju. Como resultado, las autoridades de Seúl se retiraron del desarrollo 
de la zona y, bajo la autoridad de la provincia, Gwangju se convirtió en una 
nueva ciudad por sí misma (Songnam). Después (a finales de 1971), el pro-
grama de reasentamiento a gran escala se abandonó, aunque siguió formando 
parte de los planes de desarrollo de las ciudades satélite alrededor de Seúl.

Durante este periodo de reubicación y desalojo, se demolieron famosas 
barriadas del centro de Seúl para la construcción de viviendas e infraestruc-
turas modernas y se calcula que un 10 % de los residentes de Seúl fueron 
desalojados involuntariamente (Kim, 2010).

Mejora y rehabilitación de autoayuda (1971-1979)

A lo largo de la década de 1960, la conciencia de que el desalojo de los 
barrios marginales no eliminaría, ni siquiera detendría, el crecimiento de 
los asentamientos informales contribuyó a la búsqueda de soluciones más 
permanentes. Como se ha expuesto anteriormente, las demoliciones y los 
reasentamientos no consiguieron en gran medida reducir de forma sustan-
cial los asentamientos ilegales en la década de 1970. Al mismo tiempo, las 
políticas relativas a los asentamientos ilegales y a las viviendas sin licencia 
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fueron respondiendo progresivamente a las condiciones de vida en los ba-
rrios marginales. El fracaso del programa de Apartamentos para Ciudada-
nos y del Complejo de Viviendas de Gwangju en la entrega de viviendas 
asequibles a los ocupantes ilegales desalojados, llevó a la retirada del Estado 
de los planes de provisión de viviendas a gran escala. Desde principios de la 
década de 1970 hasta la de 1980, el enfoque de Seúl respecto a los barrios 
marginales y los asentamientos de viviendas informales y de baja calidad se 
limitó a “retocar los márgenes en lugar de intentar remodelar los mercados 
de la vivienda” (Mobrand, 2008, p. 379).

En 1972, la ciudad anunció que no derribaría ningún asentamiento 
ilegal establecido antes de finales del año anterior. Sólo se demolerían los 
nuevos asentamientos. Un estudio fotográfico aéreo reveló que, en ese mo-
mento, había casi 174.000 unidades irregulares (Mobrand, 2008, p. 379). 
El objetivo era ahora renovar y mejorar esas zonas. Se pedía a los residentes 
de las zonas designadas que mejoraran y se les ofrecía alguna ayuda, y sólo 
se les desalojaba si no cumplían las normas. Así, mientras que a finales de 
la década de 1960 las políticas sobre barriadas tenían como objetivo elimi-
nar todas las barriadas sin licencia de la ciudad, en la década de 1970 los 
asentamientos ilegales se abordaron barrio por barrio (Mobrand, 2008). 
En 1973 se aprobó un instrumento normativo clave, la Ley de Medidas 
Temporales para la Promoción de la Mejora de la Vivienda, que otorgaba 
derechos de tenencia a los residentes originales que ocuparon el suelo y 
fomentaba la mejora de sus emplazamientos, lo que marcó un punto de 
inflexión en la orientación de las políticas de intervención en barriadas, 
abandonando las prácticas de demolición y reubicación e impulsando las 
estrategias de estabilización y automejoramiento (Kim, 2010). La legaliza-
ción y el mejoramiento de barriadas se convirtieron en el enfoque domi-
nante en la década siguiente (1973-1982).

Programa de legalización, estabilización y autoayuda 
para la rehabilitación

En 1968 ya se estableció un programa de autoayuda para las zonas ocupa-
das con el fin de minimizar el desalojo y el traslado forzoso de las barriadas, 
subvencionando las mejoras en las viviendas sin título que posteriormen-
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te se legalizaron. Pero no fue hasta 1973 cuando se adoptó el Programa 
de Autoayuda para la Rehabilitación como principal instrumento de la 
ciudad para abordar los asentamientos ilegales. En virtud de la Ley de 
Rehabilitación de Viviendas (1972), la ciudad planeó la demolición de 
todos los asentamientos irregulares construidos después de 1970. Los que 
quedaban (unas 160.000 unidades) debían renovarse o, de lo contrario, ser 
desalojados antes de 1982.

En virtud de este plan, los residentes debían emprender la demolición 
de las casas existentes no permitidas y reconstruirlas por su cuenta. Depen-
diendo de los planes de la ciudad, a los residentes de los barrios marginales 
se les ofrecía una mezcla de dinero en efectivo y préstamos para la vivienda 
a cambio de desalojar su unidad o la concesión de licencias condicionada 
a ciertas mejoras. En los casos de renovación, la ciudad debía pagar el 70 
% del coste y los residentes el 30 % restante. Las zonas de reurbanización 
también verían mejoradas sus infraestructuras y servicios (Mobrand, 2008, 
p. 80). La mayoría de las barriadas de la época eran irregulares y pequeñas, 
y el gobierno municipal exigía medidas de reajuste del terreno para poder 
construir infraestructuras, como carreteras de cuatro a diez metros de an-
cho. El gobierno también permitió la copropiedad de la tierra y la exención 
de impuestos municipales para promover la fusión de lotes de pequeño 
tamaño hasta un mínimo de 165 m². Sin embargo, la tasa de participa-
ción de los residentes fue extremadamente baja, principalmente porque el 
programa dejaba gran parte de la carga financiera a los residentes que no 
podían asumirla (Bae, 2014).

No obstante, aunque el Programa de Rehabilitación por Autoayuda 
supuso un importante avance respecto a los desalojos y desalojos forzo-
sos de la década anterior, su impacto se vio gravemente mermado por 
una serie de limitaciones críticas, entre las que se incluyen: la falta de re-
cursos por parte de los residentes de las barriadas para sufragar los costes 
de la rehabilitación por autoayuda y, por parte de las autoridades locales, 
para las mejoras de las infraestructuras; la resistencia al plan de reajuste 
de tierras del gobierno municipal, que exigía la demolición de una parte 
importante de las viviendas existentes en las barriadas; y la lentitud del 
proceso, que supuso la restricción de los derechos de propiedad de los 
residentes durante largos periodos. El impacto de este programa fue, 
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por tanto, muy limitado y su capacidad para frenar el crecimiento de los 
asentamientos informales nula.

Programa de autoayuda de rehabilitación de la Agencia de los Estados 
Unidos para el Desarrollo (USAID)

En un intento de solucionar las dificultades financieras de los residentes de 
las barriadas para llevar a cabo las mejoras subvencionadas, así como las li-
mitaciones presupuestarias del gobierno local del Programa de Autoayuda 
para la Rehabilitación, el gobierno estableció el Programa de Autoayuda 
para la Rehabilitación de la USAID en 1976. Los préstamos de la USAID 
sirvieron para que los residentes pudieran comprar terrenos y renovar edi-
ficios y financiar los costes de las infraestructuras. Sin embargo, las restric-
tivas condiciones establecidas por la USAID para asignar estos préstamos 
limitaron considerablemente la ejecución del programa. Estas restricciones 
incluían: la asignación a lugares con más del 70 % de propiedad públi-
ca y una proporción de familias con bajos ingresos superior al 75 %; la 
obligación de mantener todas las viviendas existentes sin demolición; y 
una condición previa de participación del 90 % de los residentes. En con-
secuencia, el programa sólo pudo aplicarse en un número restringido de 
zonas y la rehabilitación se limitó a las unidades de vivienda individuales, 
sin que se produjera una mejora sustancial de la estructura espacial de los 
asentamientos. El programa de préstamos de USAID sólo duró dos años 
y afectó a 10 distritos en una superficie estimada de 76 hectáreas, lo que 
supuso la rehabilitación y mejora de casi 7.000 viviendas.

En resumen, entre 1961 y 1979, las políticas de barriadas y asentamien-
tos irregulares en Seúl evolucionaron desde las prácticas de desalojo hasta 
los planes de reasentamiento a gran escala y los enfoques de autoayuda y 
mejora. La evolución de la informalidad en Seúl desde 1949 hasta 1980, 
refleja el drástico descenso de la proporción de viviendas en barriadas en las 
zonas urbanas desde mediados de la década de 1960, especialmente entre 
1966 y 1976, y la caída continuada hasta principios de la década de 1980. 
En 1980, la proporción de población que vivía en barriadas, asentamientos 
irregulares o viviendas precarias había descendido desde casi el 38 % en 
1966, al 15,5 % en 1980.
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Las demoliciones, por sí solas, no produjeron un descenso sustancial 
del número de viviendas irregulares y, desde finales de la década de 1960, 
fueron sustituidas cada vez más por otras opciones políticas, como la 
construcción de viviendas a gran escala y de bajo coste y el reasentamien-
to. Pero ni el desalojo ni la oferta de opciones de vivienda alternativa a 
través de proyectos de reasentamiento, programas de vivienda pública 
y la designación de unidades de apartamentos para los residentes de los 
barrios marginales desalojados, representaron una alternativa viable para 
los pobres urbanos de Seúl. Las barriadas siguieron siendo la principal o 
única opción para la mayoría. Los programas de mejora de la autoayuda 
fueron, en cierta medida, una respuesta al fracaso de las iniciativas ante-
riores para resolver los problemas de vivienda de las poblaciones desfavo-
recidas y de bajos ingresos.

Aun así, el desalojo de barriadas siguió siendo una estrategia relevante en 
Seúl hasta principios de los años 70, con una media de 15.000 demoliciones 
anuales durante la década de 1960. En 1972, el número de demoliciones se 
redujo a 7.000 y a 3.500 en 1973. Después de 1973, este número disminu-
yó drásticamente. En la década siguiente, y sobre todo tras la adopción del 
Programa de Rehabilitación de Viviendas de Autoayuda, las demoliciones 
no produjeron un descenso de las viviendas sin licencia. Además, dado que 
el crecimiento del parque de viviendas total no registró aumentos masivos 
durante la primera mitad de la década de 1970, el descenso sustancial de la 
proporción de viviendas ilegales en relación con el parque total de vivien-
das, del 26,9 % al 16,6 %, en el período 1971-1976, parece más probable 
que haya sido resultado de las iniciativas de mejora de los residentes y de 
regularización del gobierno4 (Mobrand, 2008; Ha, 2004).

No obstante, a mediados de la década de 1970, si bien la mejora y la re-
habilitación por autoayuda estaban formalmente dentro de la agenda de la 
política de vivienda, se volvieron cada vez más residuales. Estos programas, 
en general, no tuvieron mucho éxito y tuvieron serios problemas financie-
ros, y al final de ese período se habían desplazado hacia la renovación y la 

4 El descenso registrado oficialmente en Seúl de las barriadas como porcentaje del total de 
viviendas entre 1966 y 1971 se debe probablemente en gran parte a un anuncio de 1970 que legalizaba 
todas las chabolas construidas antes de 1966 (Park, 1985, p. 260). En 1973 se adoptó una medida 
similar para legalizar las construidas antes de 1970 (Mobrand, 2008, pp. 380-381).
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reurbanización urbana. En la siguiente sección, analizamos este giro radical 
en las políticas de renovación urbana, ya que se adoptó un enfoque más 
afirmativo de desarrollo dirigido por la propiedad para la vivienda y el de-
sarrollo del suelo. Dos instrumentos son objeto de especial consideración: 
El Hapdong, Programa de Reurbanización Conjunta o Joint Redelopment 
Program (JRP), y la política de Ciudades Nuevas (New Town) integradas 
en el plan de producción masiva de viviendas conocido como el Two-Mi-
llion Housing Drive (TMHD).

FASE II: Reurbanización dirigida por la propiedad: el 
JRP, redensificación y renovación urbana, 1980- 1995

Aunque las barriadas a gran escala disminuyeron sustancialmente en la dé-
cada comprendida entre 1966 y 1976, la escasez de vivienda siguió siendo 
un problema crítico en Seúl. De hecho, en muchos sentidos, el problema 
se intensificó desde mediados de la década de 1970, cuando los mercados 
del suelo y la vivienda se dispararon bajo la presión de la creciente deman-
da causada por la expansión de la población urbana y el aumento de los 
ingresos. Los precios del suelo y de la vivienda se dispararon y la oferta se 
quedó atrás. En este contexto, la intervención gubernamental en materia 
de vivienda se hizo más proactiva.

En los años 70, el gobierno coreano abordó el problema de la esca-
sez de viviendas mediante un plan decenal de construcción de viviendas 
destinado a aumentar la oferta y estabilizar los precios. Se crearon nuevas 
instituciones y se estableció un marco normativo para promover la produc-
ción de viviendas por parte de los promotores del sector público. Fueron 
cruciales dos leyes e instituciones de promoción de la vivienda y el suelo: 
la Ley de Promoción de la Construcción de Viviendas (1972) y la Corpo-
ración Nacional de la Vivienda de Corea (KNHC) (1973), por un lado, 
y la Ley de Promoción del Desarrollo del Suelo (1980) y la Corporación 
de Desarrollo del Suelo de Corea (KLDC) (1979), por otro. La KNHC 
y la KLDC, dotadas del poder de dominio eminente en la adquisición 
de tierras, desempeñaron un papel crucial en el desarrollo de la tierra y la 
producción de viviendas en las décadas siguientes (Kim y Park, 2016, p. 
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14). La producción de viviendas se expandió sustancialmente durante esta 
década5, pero con un aumento de los precios de la vivienda que reprodujo 
una escasez crónica, especialmente de viviendas asequibles y adecuadas, 
que afectó más a los hogares de bajos ingresos y desfavorecidos.

A principios de la década de 1980, la reordenación de la vivienda y la 
renovación urbana dieron un giro radical, ya que el gobierno adoptó una 
estrategia de reordenación del suelo y de la vivienda en toda regla median-
te una serie de instrumentos normativos y de planificación innovadores 
que acabaron por obligar a los residentes de estas zonas a abandonar la 
mayor parte de la ciudad. La candidatura a los Juegos Olímpicos de 1988 
también contribuyó a un cambio de enfoque, ya que los barrios margi-
nales y las barriadas del centro de Seúl se volvieron intolerables para las 
autoridades públicas. Se establecieron nuevos mecanismos institucionales 
para fomentar la reurbanización y, en concreto, una participación más ac-
tiva del sector privado dentro de un marco normativo. Estos instrumen-
tos incluían: la puesta a disposición de suelo urbanizable a gran escala a 
través de promotores del sector público, la ampliación de la financiación 
a través del Fondo Nacional de la Vivienda, nuevas normativas relativas 
a la producción y asignación de nuevas viviendas, e incentivos fiscales y 
subvenciones a proveedores y consumidores. En 1983, el gobierno lanzó 
una nueva herramienta para la reurbanización de viviendas: el Programa 
de Reurbanización Conjunta (JRP), o Hapdong, basado en la noción de 
asociación público-privada para proyectos de áreas infraviviendas. En este 
programa, las empresas constructoras y los propietarios de los edificios sin 
licencia (los que tienen derechos de tenencia) ejecutaban conjuntamente 
los proyectos empresariales de reurbanización. Así, los residentes que ocu-
paron originalmente esas zonas se incluían efectivamente en el mercado de 
la vivienda ordinaria (Chang, 1998, citado en Kim, 2010). Una asociación 
compuesta por propietarios y una empresa constructora privada asume la 
dirección de la renovación urbana sin ayuda pública; los ocupantes de las 

5 Entre 1962-1971, Corea construyó 866.000 viviendas, el 12,5 % por el sector público 
(108.250); entre 1972-1981 se sumaron 1.870.000 unidades, el 39 % por el sector público. En 
total, se construyeron 2.736.000 viviendas entre 1962 y 1981, de las cuales 837.550 (30,6 %) fueron 
construidas por el sector público (Park, 2013, pp. 20-26). Los proyectos de vivienda pública estaban 
destinados a la venta y no al alquiler, dejando de lado a las personas de menores ingresos que no podían 
acceder al crédito (La Grange y Jung, 2004, p. 563).
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barriadas recibieron los derechos de los apartamentos antes de la construc-
ción, y gran parte de la responsabilidad de los costes de construcción corrió 
a cargo de las empresas constructoras. La ciudad, por su parte, controla la 
densidad máxima que puede autorizarse en estos proyectos, con el fin de 
garantizar que cada proyecto obtenga suficientes plusvalías para los partici-
pantes (propietarios y empresas privadas).

El Programa de Reurbanización Conjunta (JRP)

La característica principal del JRP era su estructura de financiación y ges-
tión de proyectos, que dependía en gran medida de la participación de 
los promotores inmobiliarios en asociación con los propietarios de las vi-
viendas (independientemente de su posesión de la tenencia formal de la 
tierra) (Choi, 2002). La clave de su éxito consistió en transformar barrios 
de baja altura en urbanizaciones comerciales de gran altura construidas con 
la máxima densidad permitida por la normativa urbanística. Todos los pi-
sos restantes tras la asignación a los propietarios de viviendas participantes 
podían venderse en el mercado de viviendas nuevas para recuperar los cos-
tes de desarrollo y obtener beneficios. Esto, a su vez, tenía como objetivo 
minimizar la contribución financiera de los propietarios de viviendas a los 
proyectos JRP (Shin, 2009).

En los JRP, el gobierno designa las zonas a ser desmanteladas y au-
toriza la eliminación de los edificios. Los propietarios de las viviendas 
forman una asociación, que contrata a la empresa constructora y asume 
la responsabilidad del proyecto. Se crea una asociación de reurbanización 
para obtener la aprobación necesaria de dos tercios de los propietarios. 
Las grandes empresas constructoras aportan el capital. El gobierno per-
mite un desarrollo de alta densidad para garantizar unos beneficios razo-
nables a todos los participantes. El gobierno de la ciudad no proporciona 
ninguna ayuda pública. Sin embargo, la diferencia clave de un JRP es 
su esquema de financiación independiente. En la práctica, las empresas 
constructoras tienen la iniciativa. El programa JRP dependía en gran me-
dida del uso de las contribuciones conjuntas de los propietarios locales 
(en su mayoría propietarios de viviendas) y los constructores que sumi-
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nistraban la financiación del desarrollo y llevaban a cabo la construcción 
y la comercialización (Ha, 2001; Shin, 2009). A diferencia de la década 
de 1970, el JRP debía aumentar considerablemente la escala de la re-
construcción, facilitada por la creciente popularidad de los apartamentos 
de gran altura entre las clases medias emergentes, tanto para el consumo 
como para la inversión.

Este método se basaba en el concepto de que, una vez localizado un 
emplazamiento de renovación y una importante empresa constructora 
(promotora) que aceptara participar en el proyecto, se creaba una corpo-
ración de viviendas que representara a los residentes (propietarios) para el 
emplazamiento seleccionado. En cualquier emplazamiento del proyecto, 
la principal responsabilidad de la corporación de viviendas era obtener los 
dos tercios de los votos necesarios para la aprobación de sus miembros 
residentes en la zona. A partir de esta aprobación inicial, cada miembro de 
la corporación tenía derecho a poseer una unidad de apartamento. En un 
principio, se acordó que la empresa constructora podía construir más uni-
dades de las necesarias para albergar a todos los miembros disponibles de la 
zona y que cualquier exceso de unidades por encima del total necesario se 
asignaba a cualquier comprador del mercado. Este acuerdo justificaba que 
los promotores implicados en el proyecto obtuvieran unos beneficios razo-
nables. Con la venta de las unidades sobrantes, las empresas recuperaban 
sus costes de renovación. Una vez construidos los edificios y las instalacio-
nes relacionadas por los promotores, se vendían a los propietarios en lotes 
y casas según su porción original, y las unidades restantes se vendían para 
compensar los costes de desarrollo.

En los asentamientos precarios sujetos al JRP, la mayoría de las vivien-
das carecían de la propiedad de jure, de derecho, ya que no tenían títulos 
de propiedad (SMG, 1998, pp. 20-21). Como la Ley Temporal de 1973 
prohibía cualquier mejora de las viviendas existentes para evitar la pro-
pagación y expansión de dichos asentamientos, los propietarios de estos 
asentamientos se enfrentaban a condiciones desfavorables en cuanto a la 
inversión en sus propias propiedades. Esta condición también impidió la 
llegada de hogares de clase media como gentrificadores individuales y, a su 
vez, desalentó el aumento de la “primera ola” de gentrificación. Sin em-
bargo, la interrupción de la urbanización creó una enorme brecha de renta 
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(Shin, 2009), impidiendo así la posibilidad de obtener beneficios una vez 
que estos asentamientos fueron objeto de reurbanización comercial y que 
se cerrara la brecha de renta.

La reurbanización de los asentamientos precarios fue acompañada de 
la densificación de las viviendas unifamiliares de baja altura existentes en 
los barrios formales y consolidados. Los propietarios reconstruyeron sus 
viviendas unifamiliares de una o dos plantas para convertirlas en unidades 
multifamiliares que solían tener entre tres y cuatro plantas de altura, sin 
contar el sótano. El gobierno municipal contribuyó a este proceso flexibi-
lizando la normativa urbanística (por ejemplo, suavizando los requisitos 
de distancia mínima entre viviendas o de provisión de plazas de aparca-
miento). Los pequeños constructores fueron, naturalmente, los principales 
participantes en este segmento del mercado de la vivienda. Cada vivienda 
multifamiliar densificada se subdividía para ser alquilada. Por lo general, 
una vivienda unifamiliar para una familia se densificaba y luego se subdivi-
día para dar cabida a cinco hogares. Algunas estimaciones basadas en datos 
del gobierno municipal sugieren que entre 1990 y 2001 se produjeron 
unas 750.000 unidades multihogar, lo que supone alrededor del 66 % de 
todas las viviendas producidas en Seúl en este periodo. Se calcula que en 
este proceso se demolieron unas 150.000 viviendas unifamiliares. Estas 
viviendas multifamiliares contribuyeron a la expansión de un parque de 
viviendas más asequible y con tenencia flexible para los residentes urbanos 
de bajos ingresos (Shin, 2008), pero para un vecindario, lo que prevaleció 
fue el empeoramiento de las condiciones de vida debido a la inadecuada 
provisión de plazas de aparcamiento, las calles estrechas y la ausencia de 
espacios verdes o recreativos (Shin y Kim, 2016).

El número de proyectos JR se multiplicó con el alto nivel de creci-
miento económico nacional y la demanda del mercado. A finales de 2008, 
el número total de casas demolidas por proyectos de reurbanización de 
viviendas era de unas 124.000. En el mismo periodo se construyó aproxi-
madamente el doble de esta cifra, alrededor del 10 % del total de nuevas 
viviendas en Seúl. La mayoría de los asentamientos ilegales de Seúl fueron 
erradicados y la naturaleza de los programas de reurbanización de vivien-
das ha cambiado, pasando de la eliminación de ocupantes ilegales a una 
reurbanización residencial más general. Con la expansión generalizada de 
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los JRP, el tipo de vivienda común –una unidad de vivienda unifamiliar a 
pequeña escala, ocupada por varias familias– ha sido sustituido por pisos 
de gran altura (Ha, 2011).

Ahora bien, aunque el enfoque de los JRP parecía ser una opción 
muy atractiva para todas las partes implicadas en el proyecto –la comu-
nidad local, el sector privado y el público–, la realidad no ha sido tan 
eficaz como se preveía en un principio para la comunidad local. El afán 
de lucro de los poderosos promotores no se compagina bien con el bajo 
nivel socioeconómico de los residentes afectados. Las necesidades de los 
residentes no se consideran las principales consideraciones. Cuando se 
puso en marcha el programa JR, no se tuvo en cuenta la vulnerable si-
tuación social y económica de los inquilinos de las zonas del proyecto 
de reurbanización. Muchos inquilinos sufrieron acoso y desalojo en el 
curso de la reurbanización. Hubo constantes protestas de los inquilinos 
que sufrieron la pérdida de unidades de alquiler asequibles. Fue a finales 
de los años 80 cuando el gobierno revisó la normativa para proteger a los 
inquilinos de las zonas de reurbanización.

El objetivo original del programa JR, mejorar las condiciones de vida 
de las familias de bajos ingresos en las zonas del proyecto, se transformó a 
causa a la especulación inmobiliaria y atrajo a los proyectos a más familias 
de ingresos medios (Ha 2004; Kim 1998; Kim y Yoon 2003; Kyung 2006; 
Shin 2009). El mecanismo de esta fórmula de obtención de beneficios, 
como argumenta Shin (2009), queda bien ilustrado con la explicación del 
lado de la producción de la gentrificación, la teoría de la brecha de la renta. 
Se ha producido una gran rotación de la propiedad de la tierra y se cree 
que la proporción de propietarios ausentes alcanza hasta el 30-40 % (SDI y 
KOCER, 2003). Los propietarios suelen optar por alquilar la nueva unidad 
o venderla para obtener un beneficio rápido. Según SDI y KOCER (2003), 
sólo un 40 % de los propietarios y un 10 % de los inquilinos regresaron a 
las zonas reurbanizadas. Independientemente de la intención del gobierno, 
el JRP ha traído consigo la gentrificación. El cambio de clase social de la 
clase trabajadora a la clase media, a través de la reurbanización de viviendas 
a gran escala, se ha revelado inequívocamente en las zonas del JRP.

A mediados de la década de 1990, el ritmo del programa JRP se ra-
lentizó debido a la puesta en marcha por parte del gobierno de un plan 
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de desarrollo masivo de viviendas, el Plan de Construcción de Dos Millo-
nes de Viviendas, iniciado en 1989. El requisito de que la asociación de 
propietarios construyera viviendas de alquiler en las zonas JRP también 
contribuyó, ya que redujo los beneficios tanto de los propietarios como de 
los promotores (Kim y Ha, 1998). La crisis económica asiática de 1997 
contribuyó a dificultar la continuación de muchos proyectos de JR.

La “Campaña de los Dos Millones de Viviendas” 
(Two-Million Housing Drive-TMHD) y la política 
de Ciudades Nuevas (New Towns)

Además de los JRP, a finales de la década de 1980, el gobierno coreano 
inició un programa de producción masiva de viviendas para responder a 
la creciente demanda de viviendas de calidad por parte de la clase media. 
Este programa, denominado Campaña de los Dos Millones de Viviendas 
o Two-Million Housing Drive (TMHD), incluía medidas específicas para 
los hogares con bajos ingresos. El TMHD era un plan para construir 2 
millones de nuevas viviendas entre 1988 y 1992, incluyendo el desarrollo 
de cinco nuevas ciudades en los suburbios de Seúl. Los dos instrumentos 
fundamentales para llevar a cabo la TMHD eran la provisión a gran escala 
de terrenos urbanizables por parte de los promotores del sector público, 
la Korea National Housing Corporation y la Korea Land Development 
Corporation, y la ampliación de los préstamos para la financiación de la 
vivienda, a través del Fondo Nacional de la Vivienda.

El plan TMHD también incluía una iniciativa para construir 250.000 
de unidades públicas de alquiler (12,5 % del total) dirigidas a grupos de 
bajos ingresos. También fue el primer intento de asignar las unidades de 
vivienda por grupos objetivo por ingresos según su capacidad de pago, 
es decir, viviendas públicas de alquiler permanente para los hogares de 
menores ingresos, pequeñas unidades de venta y viviendas de alquiler para 
grupos de ingresos bajos a moderados, y viviendas de mayor tamaño de 
venta para la clase media por el mercado. Además, para asegurar el acceso 
y dirigir las nuevas viviendas a los grupos objetivo, también se establecie-
ron otros mecanismos, como el ahorro obligatorio para la suscripción de 
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viviendas, un sistema de solicitud para los posibles compradores y medidas 
contra la especulación.

El TMDH supuso un gran avance en la lucha contra la escasez crónica 
de viviendas en Corea, al aumentar drásticamente el volumen anual de cons-
trucción de viviendas mediante la provisión directa del Estado. En 5 años 
(1988-1992), el TMHD entregó más de 2 millones de unidades, un tercio 
de ellas por el sector público. Como resultado, el parque total de viviendas 
se amplió en un 38 % entre 1980-1990 y en un 56 % en la década siguiente 
(1990-2000), mejorando significativamente la oferta de viviendas.

Junto con este proyecto de construcción, en 1990, el gobierno se com-
prometió a suministrar viviendas públicas de alquiler in situ para ayudar a 
los inquilinos irregulares que fueran desplazados o afectados negativamente 
por los proyectos de reurbanización, institucionalizándola así como la nueva 
política oficial de vivienda en Corea (Kim, 2010). Este compromiso, al que 
Kim (2009, citado en Kim, 2010) se ha referido como el Sistema de 1990, 
marcaría de hecho un nuevo punto de inflexión en la política de barriadas.

Buenos ejemplos del impacto de este programa en el parque de vivien-
das fueron las cinco Nuevas Ciudades (New Towns), desarrolladas como 
componente integral del TMHD en los suburbios de Seúl, y las Nuevas 
Ciudades de segunda generación desarrolladas en lugares más alejados de 
Seúl en la década de 2000. Bajo esta iniciativa, se proporcionaron nue-
vas viviendas en grandes cantidades junto con infraestructuras in situ, así 
como acceso a la red de transporte que conectaba las nuevas ciudades con 
Seúl y otras ciudades de la región alrededor de la capital.

Entre 1989 y 1996, se crearon cinco ciudades nuevas para abordar de 
forma integral una multitud de problemas habitacionales, como la escasez 
de viviendas, la especulación con el suelo y la vivienda y, en particular, la 
escasez de suelo que obstaculizaba la producción de viviendas adecuadas en 
la región de la capital. Grandes extensiones de terreno generalmente agrí-
cola entraron, de esta manera, en el sistema urbano. Las cinco Ciudades 
Nuevas estaban situadas en un radio de 25 km del centro de la ciudad de 
Seúl y se diseñaron como entidades completas para vivir y trabajar.

Las Nuevas Ciudades se desarrollaron en el marco del Desarrollo de 
Gestión Pública (DGP), un sistema por el que el Estado adquirió grandes 
extensiones de terreno a propietarios privados a precios tasados inferiores 
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a los del mercado. Desde 1980 hasta principios de la década de 2000, se 
calcula que el PMD proporcionó 489 km², el 43 % a través de la Korean 
Land Corporation (KLC), el 14 % por la KNHC y el 39 % por los gobier-
nos locales, entre otros (La Grange y Jung, 2004, p. 571). A pesar de que 
el Estado tenía poderes de expropiación, la mayor parte de las tierras (el 95 
%) se adquirieron de mutuo acuerdo entre las autoridades públicas y los 
propietarios e incluyeron una compensación por las pérdidas, de acuerdo 
con el Código Civil (La Grange y Jung, 2004, p. 565). Entre 1982 y 2000, 
el Estado adquirió 328.935.000 m² para viviendas, siendo 1989, 1990, 
1991, 1995 y 1996, los años de mayor adquisición, cuando se adquirió el 
52,6 % de este total.

Una vez en posesión de los terrenos, el Estado elaboró un plan de desa-
rrollo urbano asignando diferentes usos al suelo (parámetros, diseño de la 
distribución del suelo, tamaño de las manzanas) transformándolo de rural 
a urbano, es decir, urbanizando el suelo y dotándolo de infraestructuras. 
Cuando los terrenos ya estaban divididos, repartidos y servidos, el Estado 
se quedaba con una parte y vendía el resto a promotores privados que 
construían barrios a precios controlados, lo que generaba importantes fon-
dos para el gobierno y ayudaba a satisfacer las necesidades de vivienda (La 
Grange y Jung, 2004, pp. 566-570; La Grange y Jung, 2013, p. 75; Kim, 
1991). El Estado disponía de unos ingresos a partir de las plusvalías inmo-
biliarias que antes formaban parte de los beneficios de los terratenientes.

Bajo este esquema, el Estado decide la cantidad de tierra que manten-
drá para sus propios proyectos de vivienda y la que venderá a los cons-
tructores privados. El suelo público para el arrendamiento de viviendas se 
vende a un precio aproximado del 70-95 % del coste de construcción y a 
los promotores privados a precios tasados inferiores a los del mercado (La 
Grange y Jung, 2004, pp. 571-573). A cambio, los promotores privados 
deben producir un número de unidades en un plazo acordado y destinar el 
25 % de esas unidades al alquiler social a precios controlados definidos por 
la renta media. El 75 % restante de las viviendas se vende. A este respecto, 
hay que subrayar que los controles de precios se han relajado en los últimos 
tiempos. En una Ciudad Nueva, los precios son de 200.000 dólares por un 
apartamento de 59 m² (3.389,8 US$/m²) y de 300.000 dólares por otro 
de 84 m² (3.571,4 US$/m²) (Pereira, 2015).
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Las nuevas ciudades fueron una herramienta política fundamental para 
proporcionar viviendas a gran escala junto con infraestructuras in situ en la 
región metropolitana de Seúl. Esta herramienta se convirtió en un hito de 
la política de vivienda y de la intervención de política urbana y urbanística 
en Corea. De hecho, el plan TMHD, en el que se integraron las Nuevas 
Ciudades, cristalizó el sistema único de suministro de viviendas de Corea: 
fomentar el desarrollo del mercado bajo un fuerte marco normativo en el 
que el monopolio público en el suministro de suelo urbanizable, combina-
do con fuertes regulaciones gubernamentales e instituciones de vivienda del 
sector público,6 una fuerte legislación para desalentar la especulación inmo-
biliaria7 y los incentivos para ampliar el parque de viviendas y distribuirlo a 
los grupos destinatarios previstos de acuerdo con criterios gubernamentales 
predefinidos, dieron lugar a un modelo único de suministro de viviendas 
dirigido por el Estado. Como resumen Kim y Park (2016, p. 25), “el papel 
de los actores del sector privado se limitaba esencialmente al de contratistas 
de los promotores del sector público con beneficios garantizados.” Durante 
las décadas siguientes, la fuerte intervención del gobierno ha seguido siendo 
un pilar de la dinámica del mercado y la política de la vivienda.

No obstante, si bien es innegable que el plan TMHD supuso un gran 
avance en la solución de la escasez absoluta de viviendas a principios de la 
década de 2000, haciendo que éstas estuvieran más disponibles y fueran 
más asequibles para los grupos de ingresos medios y altos (con ciertas res-
tricciones en Seúl o sus alrededores), para los hogares de bajos ingresos y 
los desfavorecidos el impacto fue muy limitado. Menos del 10 % del nuevo 
parque de viviendas construido en el marco del TMHD fue para los “po-

6 Los principales actores del sector público eran la Korea National Housing Corporation y la 
Korea Land Development Corporation, que se fusionaron en 2009 para formar la actual Land and 
Housing Corporation. “Las dos empresas estatales representaban el 81 % del volumen de desarrollo 
de suelo residencial y el 14 % del total de viviendas en septiembre de 2013 (Son, 2014). El principio 
básico era que las ganancias del desarrollo del suelo debían ser recuperadas por el sector público para 
financiar la provisión de infraestructuras y viviendas asequibles para personas de bajos ingresos. Todos 
los proyectos de desarrollo de tierras a gran escala fueron ejecutados por estas empresas estatales 
investidas de la facultad de comprar tierras no urbanas mediante el dominio eminente. Este mecanismo 
facilitó la provisión oportuna de terrenos urbanizables para viviendas y la construcción de las mismas” 
(Kim y Park, 2016, p. 25).

7 La legislación de un impuesto especial para desalentar la especulación inmobiliaria se aprobó en 
1968 y se consolidó en el impuesto sobre las ganancias de capital más tarde (Kim y Park, 2016, p. 24).
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bres urbanos”. Y hasta la década siguiente no se pusieron en marcha pro-
gramas más sistemáticos para los grupos de bajos ingresos. Mientras tanto, 
en Seúl, el aumento del precio del suelo y las presiones del crecimiento 
urbano agravaron la crisis de asequibilidad, haciendo que los apartamentos 
de bajo coste fueran aún más escasos. Al mismo tiempo, la escalada de los 
precios del suelo también contribuyó a la retirada de los planes guberna-
mentales para la construcción de viviendas de bajo coste en Seúl y en las 
ciudades satélite (como Incheon), dejando la producción de viviendas ma-
yoritariamente en manos de los promotores y mercados privados.

En este contexto, como la escasez de viviendas adecuadas y asequibles 
continuaba y los precios de la vivienda se disparaban en las principales ciu-
dades, especialmente en Seúl, los terrenos de origen informal ocupados por 
los pobladores se convirtieron en objeto de deseo de los inversores privados. 
En la década de 1980, los inversores querían los terrenos de origen infor-
mal que ocupaban las familias originales de bajos ingresos que los habían 
ocupado y respaldaron los esfuerzos del Estado por desalojarlos (Mobrand, 
2008, p. 382). Las zonas designadas para la renovación urbana se situaron 
en el ojo del huracán, ya que los inversores privados codiciaban las tierras 
que ocupaban esas familias de bajos ingresos. A medida que aumentaban 
las oportunidades de desarrollo rentable, el desarrollo de terrenos y vivien-
das atrajo a grandes empresas y conglomerados interesados en construir 
sobre todo para los grupos más acomodados, dejando fuera del mercado 
a los residentes de bajos ingresos y a los ocupantes informales desalojados. 
Los planes de renovación urbana se convirtieron entonces en el principal 
medio por el que el Estado podía despojar a los ocupantes informales y 
entregarlos a promotores privados para su reurbanización. De hecho, a me-
dida que el valor del suelo seguía subiendo, en parte como resultado de la 
renovación urbana, la vivienda informal dejó de ser una opción viable para 
los pobres de la ciudad, lo que acabó obligando a los pobladores informales 
a abandonar por completo las principales zonas de Seúl.

En resumen, mientras que en los años sesenta y setenta las políticas de 
asentamientos informales habían sido impulsadas y justificadas en gran 
medida por la preocupación del gobierno por la modernización de la ciu-
dad, el uso improductivo del suelo y el malestar social, en los años ochenta 
y noventa la dinámica del mercado de la vivienda y el suelo y los intereses 
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del sector privado se convirtieron en un factor crítico a la hora de configu-
rar las políticas estatales sobre las zonas de origen informal.

FASE III: Nuevos programas de reurbanización: 
desde 1995 hasta la actualidad

Como ya se ha mencionado, el despliegue del “Sistema de 1990” (Kim, 
2009) marcó un punto de inflexión en la política de barriadas. Después, los 
ocupantes originales prácticamente desaparecieron de Seúl. Integrados bajo 
la lógica de un “compromiso urbano fordista” (Abramo, 1996), las zonas 
de origen informal de Seúl se convirtieron en su mayoría en complejos de 
apartamentos. Sin embargo, el Estado siguió ofreciendo viviendas públicas 
de alquiler para los inquilinos con el fin de contener la creciente resistencia 
de los inquilinos de las áreas de origen informal a la reurbanización, que 
había empezado a crecer a partir de mediados de la década de 1980. En 
palabras de Kim (2010, p. 141), “la función de apoyo a la acumulación para 
la aceleración del desarrollo urbano superó la función de legitimación”.

En la década de 2000, se promovieron nuevos proyectos de reurba-
nización, que ya no se centraban en los asentamientos informales, sino 
en las zonas de viviendas bajas, de baja densidad y antiguas. En 2003, se 
introdujo un nuevo modelo de reurbanización, denominado Proyecto de 
Ciudad Nueva, que permitía una mayor construcción en altura con menos 
regulación. El núcleo de este sistema fue la inclusión de muchas zonas que 
originalmente no estaban incluidas en los objetivos de redensificación y 
desarrollo, ya que las condiciones de vivienda se consideraban adecuadas 
(Kim, 2010, p. 141).

La Seúl contemporánea: ¿una ciudad sin barriadas?

En general, se considera que, en Seúl, “actualmente, la mayoría de las ba-
rriadas con viviendas y entornos de vida muy pobres han sido renovados 
o reurbanizados, mientras que otras barriadas están siendo mejoradas por 
medio de leyes y programas gubernamentales relacionados” (Bae, 2014, p. 
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4). Sin embargo, a pesar de las enormes mejoras en la solución de la escasez 
de vivienda, a lo largo del tiempo, la vivienda asequible ha seguido siendo 
extremadamente escasa en Seúl y, para los pobres urbanos, inalcanzable. 
Durante las décadas de 1970 y 1980, los grupos de bajos ingresos tuvieron 
cada vez más dificultades para acceder a terrenos asequibles, ya que el pre-
cio del suelo aumentó más rápido que la renta media y en muchas ciudades 
los precios se dispararon. Al mismo tiempo, los desalojos provocaron que 
un gran número de residentes de Seúl se vieran expulsados de los barrios 
reurbanizados que se volvieron inasequibles. Desde principios de la década 
de 1980, algunos pobres han intentado ocupar un nuevo tipo de asenta-
miento de bajos ingresos, que se conoce como “pueblo de casas de vinilo”. 
El rápido crecimiento de las nuevas infraviviendas es un intento de salvar 
la brecha entre la oferta y las necesidades de vivienda (Ha, 2004, p. 124). 
Según algunas estimaciones, en 1987 había 204 asentamientos irregulares 
en Seúl, con 84.818 unidades, el 8,7 % de todas las viviendas que conte-
nían el 13 % de la población (Kim, 2014, p. 100). En 2011, la población 
se había reducido a unos 25.000 hogares, unas 100.000 personas, el 1 
% de la población metropolitana (Maeul Policy Council Gooryoung, an 
Operation Plan Organization, 2014).

Basándose en las estadísticas proporcionadas por las organizaciones no 
gubernamentales coreanas, Park y Park (2014) sostienen que el número 
de residentes en los asentamientos de “casas de vinilo” y las favelas de la 
región metropolitana de Seúl aún oscila entre 10.000 y 15.000 de 4.800 
hogares repartidos entre 38 lugares (Asian Bridge y Korean Coalition for 
Housing Rights, 2012). Un gran número de personas pobres desplazadas 
por las fuertes presiones del desarrollo urbanístico residen actualmente 
en zonas periurbanas de la ciudad mediante la ocupación informal. Pero, 
a diferencia de las barriadas y asentamientos irregulares anteriores, que 
se formaron gracias a la política de realojos del gobierno y que se inscri-
bieron oficialmente en el registro de edificios sin licencia y, por tanto, 
“autorizados” para la ocupación y con derechos de vivienda, este nuevo 
tipo de asentamientos informales no tiene ni lo uno ni lo otro. Esta ten-
dencia guarda cierto parecido con lo que está ocurriendo predominan-
te en muchos países en desarrollo: la expansión acelerada de barriadas y 
asentamientos irregulares en los bordes urbanos y en las zonas montañosas 
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periféricas. En resumen, en Seúl siguen existiendo viviendas precarias y 
barriadas irregulares pero su relevancia dentro de la estructura y la diná-
mica urbana ha caído drásticamente.
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